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La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, 
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asun-
to de referencia.

(122) �Proposición de Ley de Grupos Parlamentarios del 
Congreso

122/000054

AUTOR: �Grupo Parlamentario de Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds.

Proposición de Ley de reforma de la Ley 15/1980, de 22 
de abril, de creación del Consejo de Seguridad Nuclear.

Acuerdo:

Admitir a trámite, trasladar al Gobierno a los efectos 
del artículo 126 del Reglamento, publicar en el Boletín 
Oficial de las Cortes Generales y notificar al autor de la 
iniciativa, recabando del mismo los antecedentes que, 
conforme al artículo 124 del Reglamento, deben acom-
pañar a toda Proposición de Ley.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publi-
cación de conformidad con el artículo 97 del Regla-
mento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 17 de abril 
de 2008.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Al amparo de lo establecido en el Reglamento de la 
Cámara, el Grupo Parlamentario de Esquerra Republi-
cana-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds 
presenta la siguiente Proposición de Ley de reforma de 
la Ley 15/1980, de creación del Consejo de Seguridad 
Nuclear.

Palacio del Congreso de los Diputados, 10 de abril 
de 2008.—Joan Herrera Torres, Diputado.—Gaspar 
Llamazares Trigo, Portavoz del Grupo Parlamentario 
de Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya Verds.

Exposición de motivos

Mediante la Ley 33/2007, de 7 de noviembre, se 
reformó la Ley 15/1980, de 22 de abril, de creación del 
Consejo de Seguridad Nuclear. La tramitación de esta 
Ley se aprovechó para modificar, a través de sendas 
disposiciones adicionales a la Ley 15/1980, el capítu-
lo XIV de la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre la Ener-
gía Nuclear, así como para introducir cambios puntua-
les en diversos artículos de la misma. Aunque esta 
revisión del marco jurídico de la energía nuclear supo-
ne un importante refuerzo del mismo, todavía resulta 
insuficiente para adaptarlo, con la amplitud y extensión 
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necesaria dadas sus peculiaridades, a la creciente 
demanda social en cuanto a la transparencia, informa-
ción y participación pública en materia de seguridad 
nuclear y protección radiológica. Asimismo, estudios 
posteriores a la aprobación de la Ley 33/2007 han pues-
to de relieve la conveniencia de puntualizar aspectos 
concretos del régimen sancionador de la energía nuclear 
para mejorar su carácter disuasorio y la eficacia en su 
aplicación.

Con estos objetivos, se modifica la redacción dada 
por la Ley 33/2007 a varios artículos de la Ley 15/1980. 
En primer lugar, se modifica su artículo 12 para esta-
blecer un régimen específico de derechos de los ciuda-
danos en su relación con el Consejo de Seguridad 
Nuclear, así como de obligaciones de éste frente a los 
primeros. En todo caso, la aplicación de este régimen 
específico se hace sin perjuicio de la aplicación del 
régimen general establecido por la Ley 27/2006, de 18 
de julio, que regula la participación pública y acceso a 
la justicia en materia de medio ambiente, en la medida 
en la que este último resulte aplicable a las actividades 
que desarrolla el Consejo de Seguridad Nuclear en 
materia de medio ambiente.

El artículo 13 se adapta, por un lado, para hacer 
extensible la aplicación de los derechos de protección 
de los trabajadores de las instalaciones nucleares y 
radiactivas que pongan en conocimiento del Consejo de 
Seguridad Nuclear deficiencias en la seguridad de las 
mismas a los trabajadores de las instalaciones no regu-
ladas dentro del marco de la energía nuclear, pero que 
por la naturaleza de sus actividades podría dar lugar a la 
emisión inadvertida de radiaciones ionizantes, con el 
riesgo que ello podría suponer para el público, los pro-
pios trabajadores y el medio ambiente. Por otro lado, se 
refuerzan los mecanismos y la organización del Conse-
jo de Seguridad Nuclear para la presentación de las 
denuncias, para lo cual se deberá hacer uso de los 
medios telemáticos más avanzados, así como para su 
gestión.

La composición del Comité Asesor establecido en el 
artículo 15 se revisa para incluir representantes de los 
Grupos Parlamentarios del Congreso de los Diputados, 
para reforzar el compromiso de esta Institución en el 
seguimiento de las actividades del Consejo de Seguri-
dad Nuclear. También se refuerzan los derechos del 
Comité en cuanto al acceso a la información ostentada 
por el Consejo de Seguridad Nuclear.

En cuanto al régimen sancionador de la Ley 25/1964, 
de 29 de abril, sobre la energía nuclear, que también fue 
revisado por medio de la Ley 33/2007, se introduce 
cambios puntuales en varios artículos. En primer lugar, 
se depura el procedimiento para la cualificación de las 
sanciones establecido en el artículo 87, eliminando la 
mención a figuras ajenas al propio ordenamiento jurídi-
co que restaban debida objetividad al mismo. Por otra 
parte, en el artículo 89 se introduce una habilitación a 
la autoridad sancionadora para elevar la cuantía de las 
sanciones muy graves hasta el doble del beneficio obte-

nido por la comisión de la infracción, siempre que 
resulte de una omisión o de un acto alevoso. Por último, 
el artículo 91 se revisa para delimitar las circunstancias 
bajo las cuales el Consejo de Seguridad Nuclear puede 
imponer apercibimientos y multas coercitivas como 
alternativa a la propuesta de iniciación de expedientes 
sancionadores y se le habilita para suspender temporal-
mente o revocar las licencias expedidas a trabajadores 
que no cumplan con el deber de informar sobre defi-
ciencias en la seguridad de las instalaciones.

Artículo único.  Modificación de la Ley 15/1980, de 22 
de abril, de creación del Consejo de Seguridad, en la 
redacción dada por la Ley 33/2007, de 7 de noviem-
bre, de reforma de la Ley 15/1980, de 22 de abril, de 
creación del Consejo de Seguridad Nuclear.

1.  Se modifica el artículo 12 de la Ley 15/1980, 
de 22 de abril, de creación del Consejo de Seguridad 
Nuclear, quedando redactado como sigue:

«Artículo 12.

1.  Los ciudadanos, en su relación con el CSN, ten-
drán derecho a:

a)  Acceder a sus registros, archivos y, en general, 
a todos los documentos que formen parte de los expe-
dientes administrativos, en curso o terminados que ten-
gan alguna implicación en materia de seguridad nuclear 
y protección radiológica, siempre que dichos documen-
tos no se encuentren en proceso de elaboración o con-
ciernan a comunicaciones internas, cualquiera que sea 
la forma de expresión, gráfica, sonora o en imagen o el 
tipo de soporte material en que estos figuren, con las 
limitaciones previstas en el artículo 37 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

b)  Solicitar que se investiguen los supuestos de 
mal funcionamiento de las instalaciones nucleares y 
radiactivas cuando éstos puedan tener consecuencias 
adversas para la salud de las personas o el medio 
ambiente.

c)  Solicitar la elaboración de propuestas normati-
vas en materia de su competencia que se considere que 
no estén adecuadamente reguladas en lo que se refiere a 
la seguridad nuclear o la protección radiológica.

d)  Interponer recurso de reposición contra las 
resoluciones del Consejo cuando éstas se refieran a 
materias que afecten a la seguridad nuclear o a la pro-
tección radiológica, previa acreditación de su condición 
como de interesado. Cuando las resoluciones se refie-
ren a instalaciones autorizadas o al personal autorizado 
al servicio de éstas, el Consejo de Seguridad Nuclear 
quedará obligado a dar adecuada publicidad a las mis-
mas para dar oportuno conocimiento a los posibles 
interesados para el ejercicio de sus derechos.
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2.  Cuando los ciudadanos no puedan ejercer el 
derecho de acceso al que se refiere el párrafo 1.a), por 
los motivos a los que se refiere el artículo 37.5.d) de la 
Ley de Régimen Jurídico de Reforma de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, el Consejo de Seguridad Nuclear vendrá obli-
gado proporcionar una versión de los registros, archi-
vos o documentos requeridos en la que se hayan elimi-
nado aquellas partes de los mismos que incluyan 
materias protegidas por el secreto.

3.  El Consejo de Seguridad Nuclear estará obliga-
do a resolver motivadamente las solicitudes formuladas 
por los ciudadanos al amparo de lo dispuesto en el 
párrafo 1.b) y 1.c).

4.  El Consejo de Seguridad Nuclear estará obliga-
do a notificar a los interesados las resoluciones y actos 
administrativos que afecten a sus derechos e intereses, 
en los términos previstos en el artículo 59 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.»

2.  Se modifica el artículo 13 de la Ley 15/1980, 
de 22 de abril, de creación del Consejo de Seguridad 
Nuclear, quedando redactado como sigue:

«Artículo 13.

1.  Las personas físicas o jurídicas al servicio de 
las instalaciones nucleares y radiactivas, cualquiera que 
sea la relación laboral o contractual que mantengan con 
éstas, deberán poner en conocimiento de los titulares 
cualquier hecho conocido que afecte o pueda afectar al 
funcionamiento seguro de las mismas y al cumplimien-
to de la normativa vigente en materia de seguridad 
nuclear o protección radiológica.

En caso de que los titulares no tomen diligentemen-
te medidas correctoras, deberán ponerlo en conoci-
miento del Consejo de Seguridad Nuclear.

Asimismo, cualquier persona física o jurídica al ser-
vicio de una instalación, esté o no regulada dentro del 
marco de la energía nuclear, podrá dirigirse al Consejo 
de Seguridad Nuclear para recabar su actuación cuando 
sea conocedor de algún hecho en relación con su fun-
cionamiento que afecte o pueda afectar adversamente a 
la protección contra las radiaciones ionizantes.

2.  Los empleadores que tomen represalias contra los 
trabajadores que pongan en conocimiento del Consejo de 
Seguridad Nuclear hechos relacionados con la seguridad 
de las instalaciones serán sancionados con arreglo a lo 
previsto en la legislación sobre energía nuclear.

3.  Reglamentariamente se desarrollarán los meca-
nismos administrativos necesarios para facilitar el ejer-
cicio de este derecho.

Entre otras medidas, se habilitará un procedimiento 
telemático para la presentación de las denuncias y se 
creará una unidad de gestión de las mismas. Esta uni-
dad de gestión de denuncias se desarrollará en el Esta-
tuto.

4.	 El ejercicio de este derecho no podrá reportar 
efectos adversos para el trabajador en su puesto de tra-
bajo salvo en los supuestos en que se acredite mala fe 
en su actuación.

Se entenderán nulas y sin efecto las decisiones del 
titular tomadas en perjuicio o detrimento de los dere-
chos laborales de los trabajadores que hayan ejercitado 
el derecho previsto en este artículo.»

3.  Se modifica el artículo 15 de la Ley 15/1980, de 
22 de abril, de creación del Consejo de Seguridad 
Nuclear, quedando redactado como sigue:

«Artículo 15.

1.  Se crea un Comité Asesor para la información y 
participación pública sobre seguridad nuclear y protec-
ción radiológica, presidido por el Presidente del Conse-
jo de Seguridad Nuclear, cuya misión será emitir reco-
mendaciones al Consejo de Seguridad Nuclear para 
mejorar la transparencia, el acceso a la información y la 
participación pública en las materias que son de su 
competencia.

Las recomendaciones del Comité Asesor no tendrán 
carácter vinculante para el Consejo de Seguridad 
Nuclear.

2.  Este Comité Asesor estará compuesto por los 
siguientes miembros, que serán nombrados por el Pre-
sidente del Consejo de Seguridad Nuclear:

a)  Un representante a propuesta de cada uno de 
los Grupos Parlamentarios del Congreso de los Diputa-
dos.

b)  Un representante a propuesta del Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio.

c)  Un representante a propuesta del Ministerio de 
Sanidad y Consumo.

d)  Un representante a propuesta del Ministerio del 
Interior.

e)  Un representante a propuesta del Ministerio de 
Medio Ambiente.

f)  Un representante a propuesta del Ministerio de 
Educación y Ciencia.

g)  Un representante a propuesta de cada una de las 
Comunidades Autónomas que tengan instalaciones 
nucleares en su territorio o que hayan establecido 
acuerdos de encomienda con el Consejo de Seguridad 
Nuclear.

h)  Un representante a propuesta de la Federación 
Española de Municipios y Provincias y un representan-
te a propuesta de la Asociación de Municipios Afecta-
dos por Centrales Nucleares (AMAC).

i)  Dos representantes a propuesta de la Asociación 
Española de la Industria Eléctrica.

j)  Un representante a propuesta de ENRESA y 
otro de ENUSA.
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k)  Un representante a propuesta de cada una de las 
dos organizaciones sindicales de mayor implantación 
en el Estado.

l)  Un representante a propuesta de cada una de las 
dos organizaciones no gubernamentales, cuyo objeto es 
la defensa del medio ambiente y el desarrollo, sosteni-
ble de mayor implantación en el Estado.

m)  Cinco expertos, nacionales o extranjeros, que 
habrán de ser independientes y de reconocido prestigio 
en el ámbito científico, técnico, económico o social, o 
en materia de información y comunicación.

Los representantes de los Ministerios tendrán al 
menos rango de Subdirector General o equivalente.

3.  El Comité asesor tendrá acceso a todos los 
registros, archivos y documentos que forman parte de 
los expedientes administrativos en tramitación y, asi-
mismo, podrá recabar del CSN aquella información 
que considere necesaria para el ejercicio de su función.

4.  El régimen de acuerdos y normas de funciona-
miento del Comité Asesor quedará regulado en el Esta-
tuto del Consejo de Seguridad Nuclear.

5.  Se autoriza al Gobierno para que, mediante real 
decreto, modifique la composición de este Comité Asesor.»

4.  Se modifica la disposición adicional nueva a la 
Ley 15/1980, de 22 de abril, de creación del Consejo de 
Seguridad Nuclear, que modifica el Capítulo XIV de la 
Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre Energía Nuclear, 
quedando redactado como sigue:

«Capítulo XIV.  De las infracciones y sanciones en 
materia nuclear.

Artículo 85.  Responsables.

Sin perjuicio de las eventuales responsabilidades 
civiles, penales o de otro orden y de la responsabilidad 
material que resulte de la comisión de hechos sanciona-
bles, el titular de la instalación o responsable de la acti-
vidad se considerará responsable en atención a sus 
deberes de vigilancia y control sobre la actividad.

Artículo 86.  Infracciones.

Son infracciones administrativas las acciones u omi-
siones que supongan incumplimiento o inobservancia de 
lo dispuesto en la presente Ley, en la Ley 15/1980, de 22 
de abril, de creación del Consejo de Seguridad Nuclear y 
en sus disposiciones de desarrollo, así como en tratados 
y convenios suscritos y ratificados por España.

Por su gravedad, las infracciones se clasifican en 
muy graves, graves y leves.

a)  Son infracciones muy graves:

1.  El ejercicio de cualquier actividad regulada por 
esta Ley o sus normas de desarrollo sin haber obtenido 

la preceptiva habilitación, o bien cuando esté caducada, 
suspendida o revocada siempre que de ello se derive un 
peligro grave para la seguridad o salud de las personas 
o daño grave a las cosas o al medio ambiente.

2.  La inobservancia del requerimiento del Consejo 
de Seguridad Nuclear, sus agentes u otras autoridades 
competentes, de cesar la actividad en curso o de llevar a 
parada la operación de la instalación nuclear o radiacti-
va de que se trate.

3.  El incumplimiento de los términos, límites o 
condiciones incorporados a las autorizaciones, así 
como la no aplicación de las medidas técnicas, admi-
nistrativas o de otro orden que se impongan a una acti-
vidad o al funcionamiento de una instalación o el 
incumplimiento de los plazos señalados para su puesta 
en práctica, cuando se derive peligro grave para la 
seguridad o salud de las personas o daño grave a las 
cosas o al medio ambiente.

4.  El incumplimiento del contenido de las instruc-
ciones emitidas en desarrollo de las citadas autorizacio-
nes o licencias, cuando se derive un peligro grave para 
la seguridad o salud de las personas o daño grave a las 
cosas o al medio ambiente.

5.  La no adopción de medidas técnicas, adminis-
trativas o de otro orden para la corrección de deficien-
cias en la actividad conocidas por el titular, cuando se 
derive peligro grave para la seguridad o salud de las 
personas o daño grave a las cosas o al medio ambiente.

6.  El funcionamiento de instalaciones nucleares o 
radiactivas o la manipulación de materiales radiactivos 
sin disponer del personal provisto de licencia, diploma 
o acreditación requeridos para la dirección o ejecución 
de las operaciones, cuando se derive un peligro grave 
para la seguridad o salud de las personas o daño grave a 
las cosas o al medio ambiente.

7.  El incumplimiento de las obligaciones propias 
del personal con licencia, así como de los términos y 
condiciones incorporados a la misma, cuando se derive 
peligro grave para la seguridad o salud de las personas 
o daño grave a las cosas o al medio ambiente.

8.  La operación de instalaciones o la realización 
de actividades que puedan suponer exposición a radia-
ciones, de origen artificial o natural, sin adoptar las 
medidas necesarias para su desarrollo de acuerdo con 
los principios, límites y procedimientos establecidos en 
materia de protección sanitaria contra las radiaciones 
ionizantes, tanto en situaciones normales como en caso 
de exposiciones accidentales o emergencias, cuando se 
derive un peligro grave para la seguridad o salud de las 
personas o daño grave a las cosas o al medio ambiente.

9.  La manipulación, traslado o disposición de 
materiales radiactivos o equipos productores de radia-
ciones ionizantes, que hayan sido precintados o inter-
venidos por razones de seguridad nuclear o protección 
radiológica.

10.  El abandono o la liberación de materiales 
radiactivos, cualquiera que sea su estado físico o for-
mulación química, a la atmósfera, agua, suelo o sub-
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suelo, cuando por la magnitud y características de los 
mismos se derive un peligro grave para la seguridad o 
salud de las personas o daño grave a las cosas o al 
medio ambiente.

11.  La adición deliberada de material radiactivo 
en la producción de alimentos, juguetes, adornos perso-
nales y cosméticos, cuando se derive peligro grave para 
la seguridad o salud de las personas o daño grave a las 
cosas o al medio ambiente.

12.  El suministro o transferencia de materiales 
radiactivos a personas o entidades que no dispongan de 
la autorización requerida para su posesión y uso o sin 
que esas sustancias o materiales cumplan los requisitos 
establecidos sobre identificación y marcado, cuando se 
derive peligro grave para la seguridad o salud de las 
personas o daño grave a las cosas o al medio ambiente.

13.  No disponer de los sistemas requeridos para 
almacenamiento, tratamiento y, en su caso, evacuación 
de afluentes o residuos radiactivos, siempre que de 
estas conductas se derive un peligro grave para la segu-
ridad o salud de las personas o daño grave a las cosas o 
al medio ambiente.

14.  No proceder al desmantelamiento y clausura 
de instalaciones nucleares o radiactivas una vez finali-
zado el funcionamiento de las mismas o no disponer un 
destino en condiciones de seguridad para los materiales 
radiactivos en desuso, cuando se derive un peligro 
grave para la seguridad o salud de las personas o daño 
grave a las cosas o al medio ambiente.

15.  El ejercicio de cualquier actividad regulada 
por la presente Ley, o en la Ley 15/1980, de 22 de abril, 
de creación del Consejo de Seguridad Nuclear, y sus 
disposiciones de desarrollo, sin tener cubierta la res-
ponsabilidad civil por los daños que la misma pudiera 
causar, en los términos establecidos en la normativa 
específica de aplicación.

Si la infracción se refiere a un transporte de material 
radiactivo, el presente apartado será aplicable única-
mente si afecta a un transporte de combustible nuclear, 
irradiado o no, o de residuos radiactivos que revistan 
una concentración tal de radionucleidos que deba 
tenerse en cuenta la generación de energía térmica 
durante su almacenamiento y evacuación.

16.  El impedimento del acceso al personal faculta-
tivo designado por las autoridades nacionales e interna-
cionales legalmente habilitadas y al personal que le 
acompañe, acreditado por éstas, a instalaciones nuclea-
res o radiactivas o a otros locales o lugares, cualquiera 
que sea la actividad desarrollada en éstos, cuando sea 
necesario para el desarrollo de la actividad inspectora.

17.  La obstrucción a la inspección, evaluación o 
control del personal facultativo designado por las auto-
ridades legalmente habilitadas y al personal que le 
acompañe acreditado por éstas mediante el impedimen-
to de la toma de muestras o medidas, o la ocultación o 
denegación de documentos o información, o la aporta-
ción de documentación o información falsa o delibera-
damente incompleta, sea o no solicitada por aquéllos, 

cuando por su naturaleza y contenido fuera necesario 
para el establecimiento de las conclusiones de la ins-
pección, evaluación o control, cuando se derive un 
peligro grave para la seguridad o salud de las personas 
o daño grave a las cosas o al medio ambiente.

18.  El incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en materia de información y notificación en 
tiempo y forma a las autoridades legalmente habilitadas 
o a sus agentes, cuando se derive peligro grave para la 
seguridad o salud de las personas o daño grave a las 
cosas o al medio ambiente.

19.  El incumplimiento deliberado del deber de 
remisión de información, la aportación intencionada de 
documentación falsa o incompleta, la pérdida de con-
trol del material fisionable especial cuando dicho mate-
rial pueda tener un uso directo como parte de un dispo-
sitivo nuclear explosivo y no se recupere, la obstrucción 
a la inspección, evaluación o control por parte del per-
sonal facultativo designado por las autoridades nacio-
nales o internacionales legalmente habilitadas y el 
desarrollo de actividades sujetas al régimen de no proli-
feración nuclear cuando éstas se desarrollen voluntaria-
mente con el fin de coadyuvar a la fabricación de un 
dispositivo nuclear explosivo, aun cuando no se mane-
jen materiales nucleares, cuando de cualquiera de estos 
incumplimientos se derive la imposibilidad del cumpli-
miento de las obligaciones en materia de no prolifera-
ción nuclear derivadas de los acuerdos internacionales 
celebrados por España.

20.  La insuficiencia o inobservancia de medidas 
requeridas para evitar la presencia de material no con-
trolado en áreas vitales o protegidas de una instalación 
nuclear o radiactiva cuando, por su naturaleza y locali-
zación, se derive peligro grave para la seguridad o salud 
de las personas o daño grave a las cosas o al medio 
ambiente.

21.  La insuficiencia o inobservancia de medidas 
orientadas a evitar la presencia de personal no autoriza-
do en áreas vitales o protegidas de una instalación 
nuclear o radiactiva cuando se derive peligro grave para 
la seguridad o salud de las personas o daño grave a las 
cosas o al medio ambiente.

b)  Son infracciones graves:

1.  La realización de acciones u omisiones tipifica-
das en el epígrafe a) de este artículo, con la excepción 
de las recogidas en los números 2, 9, 15, 16, 19 y 21, 
siempre que no se derive peligro grave para la seguri-
dad o salud de las personas ni daño grave a las cosas o 
al medio ambiente, y que la conducta no esté tipificada 
como infracción leve.

No adoptar las medidas necesarias para la disposi-
ción segura de materiales radiactivos encontrados en 
situaciones fuera de control, sea porque nunca lo han 
estado o porque han sido abandonados, perdidos, extra-
viados, robados o transferidos en condiciones irregula-
res, salvo los casos en que se derive peligro de escasa 
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trascendencia para las personas, o daño a las cosas o al 
medio ambiente.

El incumplimiento de las obligaciones relativas a 
generación, archivo y custodia de los registros requeri-
dos para el desarrollo de la actividad o para el control 
de materiales radiactivos, cuando dicho incumplimien-
to suponga pérdida de la información afectada.

No suministrar a los trabajadores la formación o 
información requeridas para que desarrollen su activi-
dad cumpliendo las normas y procedimientos estableci-
dos sobre seguridad nuclear, protección contra las 
radiaciones ionizantes, protección física o actuación en 
caso de emergencia, salvo los casos en que se derive 
peligro de escasa trascendencia para la seguridad o 
salud de las personas, o daño a las cosas o al medio 
ambiente.

Las acciones u omisiones que impidan o dificulten 
al personal de la organización o al personal de empre-
sas externas que presten servicios a la instalación, den-
tro o fuera de la misma, el ejercicio del derecho de 
comunicación de deficiencias o disfunciones que pue-
dan afectar a la seguridad nuclear o protección radioló-
gica o su participación en el esclarecimiento de los 
hechos, o que supongan medidas discriminatorias para 
aquellos que hubieran ejercitado tal derecho.

6.  El transporte de materiales radiactivos, sin tener 
cubierta la responsabilidad civil por los daños que la 
actividad pudiera causar, en los términos establecidos 
en la normativa específica de aplicación.

Si el transporte afecta a combustible nuclear, irra-
diado o no, o a residuos radiactivos que revistan una 
concentración tal de radionucleidos, que deba tenerse 
en cuenta la generación de energía térmica durante su 
almacenamiento y evacuación, se aplicará el tipo de 
infracción muy grave previsto en el apartado 15 del 
artículo 86.a).

7.  El incumplimiento deliberado del deber de 
remisión de información, la aportación intencionada de 
documentación falsa o incompleta, la pérdida de con-
trol del material fisionable especial cuando se recupere 
y la obstrucción a la inspección, evaluación o control 
por parte del personal facultativo designado por las 
autoridades nacionales o internacionales legalmente 
habilitadas cuando cualquiera de estos incumplimien-
tos dificulte el cumplimiento de las obligaciones en 
materia de no proliferación nuclear derivadas de los 
acuerdos internacionales celebrados por España.

8.  La insuficiencia o inobservancia de medidas 
orientadas a evitar la presencia de personal no autoriza-
do en áreas vitales o protegidas de una instalación 
nuclear o radiactiva.

c)  Son infracciones leves:

1.  La realización de acciones u omisiones tipifica-
das en el epígrafe a) de este artículo, con la excepción 
de las recogidas en los números 2, 9, 15, 16, 19 y 21 
siempre que no se derive peligro para la seguridad o 

salud de las personas, o daño a las cosas o al medio 
ambiente, o se consideren de escasa trascendencia.

2.  No adoptar las medidas necesarias para la dis-
posición segura de materiales radiactivos encontrados 
en situaciones fuera de control, sea porque nunca lo 
han estado o porque han sido abandonados, perdidos, 
extraviados, robados o transferidos en condiciones irre-
gulares, en los casos en que no se derive peligro para la 
seguridad o salud de las personas, o daño a las cosas o 
al medio ambiente, o éste sea de escasa trascendencia.

3.  El incumplimiento de las obligaciones relativas 
a generación, archivo y custodia de los registros reque-
ridos para el desarrollo de la actividad o para el control 
de materiales radiactivos, cuando la información afec-
tada sea recuperada.

4.  No suministrar a los trabajadores la formación 
o información requeridas para que desarrollen su acti-
vidad cumpliendo las normas y procedimientos esta-
blecidos sobre seguridad nuclear, protección contra las 
radiaciones ionizantes, protección física o actuación en 
caso de emergencia, cuando no se derive peligro para la 
seguridad o salud de las personas, o daño a las cosas o 
al medio ambiente, o éste sea de escasa trascendencia.

5.  El incumplimiento meramente formal de las 
obligaciones en materia de no proliferación nuclear, 
siempre que ello no dificulte el cumplimiento de las 
obligaciones en materia de no proliferación nuclear 
derivadas de los acuerdos internacionales celebrados 
por España, así como la pérdida de control de material 
básico.

Artículo 87.  Cualificación.

1.  A efectos de este Capítulo se entenderá que ha 
existido peligro grave para la seguridad o salud de las 
personas o para el medio ambiente cuando se degrade 
el funcionamiento seguro de la actividad de tal manera 
que los dispositivos, mecanismos o barreras de seguri-
dad remanentes, o las medidas administrativas disponi-
bles, no permitan garantizar que en todas las condicio-
nes operativas de operación normal o de accidente se 
pueda evitar la exposición a radiaciones ionizantes, con 
dosis por encima de un décimo de los umbrales de 
manifestación de efectos deterministas en caso de 
exposición aguda, según se define en la tabla incluida 
en el apartado 1 del Anexo II del Plan Básico de Emer-
gencia Nuclear, aprobado por Real Decreto 1546/2004, 
de 25 de junio.

A los efectos de este Capítulo se entenderá que ha 
existido daño grave a las cosas o al medioambiente 
cuando, como consecuencia de la exposición a radia-
ciones ionizantes, se vean afectados los usos presentes 
o futuros de las cosas o del medio ambiente.

A los efectos de este Capítulo, se entenderá que no 
ha existido peligro para la seguridad o salud de las per-
sonas, o que éste es de escasa trascendencia, cuando no 
se vea afectada significativamente la seguridad de la 
actividad o instalación, y no se produzcan situaciones 
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de las que pudiera derivarse exposición indebida a 
radiaciones ionizantes, o de producirse tales situacio-
nes, las dosis estuvieran por debajo de los límites esta-
blecidos reglamentariamente.

A los efectos de este Capítulo se entiende que ha 
existido daño de escasa trascendencia, cuando no se 
vean afectados los usos presentes o futuros de las cosas 
y el medio ambiente.

Artículo 88.  Graduación de las sanciones.

1.  Las sanciones se graduarán, atendiendo a los 
principios de proporcionalidad y a las circunstancias 
especificadas en el número 2 de este artículo, en tres 
grados: máximo, medio y mínimo.

2.  Para la graduación de las correspondientes san-
ciones se tendrán en cuenta las siguientes circunstan-
cias:

a)  La magnitud del daño causado a las personas, 
las cosas o el medio ambiente.

b)  La duración de la situación de peligro derivada 
de la infracción.

c)  El impacto de la conducta infractora sobre la 
seguridad de la actividad.

d)  La existencia o no de antecedentes de sobreex-
posición a radiaciones ionizantes del personal trabaja-
dor y del público, en el término de dos años.

e)  Los antecedentes de gestión de la seguridad en 
la actividad en el término de dos años.

f)  El incumplimiento de las advertencias previas, 
requerimientos o apercibimientos de las autoridades 
competentes.

g)  La falta de consideración de las comunicacio-
nes del personal trabajador, de sus representantes lega-
les o de terceros, relacionadas con la seguridad nuclear 
o la protección radiológica.

h)  El beneficio obtenido como consecuencia de la 
comisión de la infracción.

i)  La existencia de intencionalidad o negligencia 
en la comisión de la infracción, cuando estas circuns-
tancias no estén consideradas en la tipificación de la 
infracción y la reiteración.

j)  La diligencia en la detección e identificación de 
los hechos constitutivos de la infracción y en su comu-
nicación a las autoridades competentes.

k)  El haber procedido el responsable a la subsana-
cíón inmediata de las causas y efectos derivados de la 
infracción por su propia iniciativa.

1)  La colaboración con la autoridad competente 
en el esclarecimiento de los hechos.

m)  La reincidencia, por comisión en el término de 
dos años, de más de una infracción de la misma natura-
leza cuando así haya sido declarado por resolución 
firme.

n)  La cantidad de material nuclear fuera de con-
trol y su recuperación o no, cuando esta última circuns-

tancia no esté contemplada en la tipificación de la 
infracción.

Artículo 89.  Sanciones.

1.  Cuando se trate de centrales nucleares de las 
que resulten infracciones tipificadas en esta Ley, serán 
sancionadas:

Las infracciones muy graves serán sancionadas con 
multa, en su grado mínimo desde 9.000.001 hasta 
15.000.000 de euros, en su grado medio desde 15.000.001 
hasta 20.000.000 de euros, y en su grado máximo desde 
20.000.001 hasta 30.000.000 de euros.

Si dicha infracción muy grave resultase de una omi-
sión o de un acto alevoso, cuyo objeto fuese la obten-
ción de un beneficio económico, en caso de ser éste 
cuantificable, la multa máxima podrá ascender al doble 
del beneficio económico efecto de la infracción.

Las infracciones graves serán sancionadas con 
multa, en su grado mínimo desde 300.001 euros hasta 
1.500.000 euros, en su grado medio desde 1.500.001 
euros hasta 4.500.000 euros y en su grado máximo 
desde 4.500.001 hasta 9.000.000 de euros.

Las infracciones leves serán sancionadas con multa, 
en su grado mínimo de 15.000 euros, en su grado medio 
desde 15.001 euros hasta 150.000 euros y en su grado 
máximo desde 150.001 euros hasta 300.000 euros.

2.  Cuando se trate de instalaciones nucleares que 
no sean centrales nucleares, las infracciones tipificadas 
en esta Ley se sancionarán:

Las muy graves, con multa en su grado mínimo 
desde 3.000.001 euros hasta 5.000.000 de euros, en su 
grado medio desde 5.000.001 hasta 7.000.000 de euros, 
y en su grado máximo desde 7.000.001 hasta 
10.000.000 de euros.

Las graves, con multa en su grado mínimo desde 
100.001 euros hasta 500.000 euros, en su grado medio 
desde 500.001 euros hasta 1.500.000 euros, y en su 
grado máximo desde 1.500.001 hasta 3.000.000 de 
euros.

Las leves, con multa en su grado mínimo de 12.000 
euros, en su grado medio desde 12.001 euros hasta 
50.000 euros, y en su grado máximo desde 50.001 
hasta 100.000 euros.

3.  Cuando se trate de instalaciones radiactivas de 
segunda y tercera categoría, Unidades Técnicas de Pro-
tección Radiológica, Servicios de Protección Radiológi-
ca, Centros de Dosimetría, Empresas de Venta y Asisten-
cia Técnica de equipos de rayos X médicos, transporte de 
material radiactivo, o de otras actividades y entidades 
reguladas en esta ley y en sus normas de desarrollo, las 
infracciones tipificadas en esta Ley se sancionarán:

Las muy graves: Desde 150.001 hasta 200.000 euros 
en grado mínimo, desde 200.001 hasta 400.000 euros 
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en grado medio y desde 400.001 hasta 600.000 euros 
en grado máximo.

Las graves: Desde 6.001 hasta 15.000 euros en 
grado mínimo, desde 15.001 hasta 30.000 euros en 
grado medio y desde 30.001 hasta 150.000 euros en 
grado máximo.

Las leves: 1.200 euros en grado mínimo, desde 
1.201 hasta 3.000 euros en grado medio y desde 3.001 
hasta 6.000 euros en grado máximo.

4.  Cuando se trate de instalaciones radiactivas de 
primera categoría o de transportes de fuentes radiacti-
vas correspondientes a la actividad principal de dichas 
instalaciones, las multas se reducirán, para todos sus 
grados, a un tercio de las establecidas en el apartado 2 
de este artículo.

5.  Si se trata de transportes de combustibles 
nucleares, irradiados o no, o de residuos radiactivos 
que revistan una concentración tal de radionucleidos 
que deba tenerse en cuenta la generación de energía 
térmica durante su almacenamiento y evacuación, las 
multas se reducirán, para todos sus grados, a dos tercios 
de las establecidas en el apartado 2 de este artículo.

6.  Las infracciones muy graves podrán dar lugar, 
conjuntamente con las multas previstas, a la revoca-
ción, retirada o suspensión temporal de las autorizacio-
nes, licencias o inscripción en registros.

La efectividad de estas medidas podrá asegurarse 
procediendo a la intervención o al precintado de las 
sustancias nucleares, de los materiales radiactivos o 
equipos productores de radiaciones ionizantes o a la 
implantación de cualquier medida de carácter provisio-
nal que resulte aplicable.

Igualmente podrán dar lugar a la inhabilitación tem-
poral o definitiva al acceso a la condición de titular de 
cualquier tipo de autorización o licencia regulada por la 
presente Ley, en la Ley 15/1980, de 22 de abril, de 
creación del Consejo de Seguridad Nuclear y en sus 
disposiciones de desarrollo.

Artículo 90.  Otras medidas.

La incoación de un expediente por infracción de los 
preceptos de la presente Ley o de los Reglamentos que 
la desarrollen, determinará, si procede, previo acuerdo 
del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, la 
intervención inmediata del combustible nuclear o de 
los materiales radiactivos y la consiguiente prohibición 
para adquirir nuevas cantidades de combustibles o 
materiales en tanto no hayan desaparecido las causas 
que motivaron dicha intervención.

Artículo 91.  Procedimiento y competencias.

1.  El procedimiento para la imposición de las san-
ciones se ajustará a los principios de los artículos 127 
a 138 de la Ley 3011992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y Proce-
dimiento Administrativo Común, y a lo dispuesto en el 

Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se 
aprueba el procedimiento para el ejercicio de la potes-
tad sancionadora, a excepción del plazo máximo para 
la tramitación y notificación de la resolución del 
mismo, que será de un año.

2.  El Consejo de Seguridad Nuclear propondrá, en 
su caso, la iniciación del correspondiente expediente 
sancionador respecto de aquellos hechos que pudieran 
ser constitutivos de infracción en materia de seguridad 
nuclear, protección radiológica o protección física, 
poniendo en conocimiento del órgano al que correspon-
da incoar el expediente tanto los hechos constitutivos 
de la infracción apreciada como las circunstancias rele-
vantes que sean necesarias para su adecuada califica-
ción.

Asimismo, iniciado un expediente sancionador en 
materia de seguridad nuclear, protección radiológica o 
protección física, el Consejo de Seguridad Nuclear 
emitirá, con carácter preceptivo, un informe en el plazo 
de tres meses, para la adecuada calificación de los 
hechos objeto del procedimiento. Este informe se emi-
tirá cuando dicha iniciación no fuera a propuesta del 
Consejo de Seguridad Nuclear, o en el supuesto en que, 
habiéndolo sido, consten en dicho procedimiento otros 
datos además de los comunicados por dicho ente.

Dicho informe del Consejo de Seguridad Nuclear 
producirá la suspensión del plazo de resolución del pro-
cedimiento sancionador, hasta su emisión, y en todo 
caso, hasta un máximo período de tres meses desde que 
fue requerido.

3.  En el caso de la presunta comisión de infraccio-
nes que pudieran calificarse como leves, el Consejo de 
Seguridad Nuclear de modo alternativo a la propuesta de 
apertura de expediente sancionador podrá apercibir al 
titular de la actividad y requerir las medidas correctoras 
que correspondan, cuando las circunstancias del caso así 
lo aconsejen y siempre que no se deriven daños y perjui-
cios directos a las personas o al medio ambiente.

Si este requerimiento no fuese atendido, el Consejo 
de Seguridad Nuclear podrá imponer multas coercitivas 
por un importe que será, la primera vez, del diez por 
ciento, y las segundas y sucesivas del veinte por ciento 
del valor medio de la sanción que correspondiera impo-
ner, en su grado medio, con el fin de obtener la cesación 
de conductas activas u omisivas que resulten contrarias a 
las prescripciones de la presente Ley, de la Ley 15/1980, 
de 22 de abril, de creación del Consejo de Seguridad 
Nuclear, y sus disposiciones de desarrollo.

En ningún caso el CSN podrá ejercer esta función, 
en los supuestos en los que se ejercite cualquier activi-
dad regulada por esta Ley o sus normas de desarrollo 
sin haber obtenido la preceptiva autorización.

El CSN deberá poner los apercibimientos en cono-
cimiento del órgano al que correspondería la incoación 
del expediente.

4.  Con independencia de la sanción que pudiera 
corresponder en su caso al titular, el Consejo de Seguri-
dad Nuclear podrá amonestar por escrito a la persona 
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física que, mediante negligencia grave, sea responsable 
de la realización de una mala práctica por la que se 
haya originado la comisión material de hechos suscep-
tibles de sanción.

Igualmente, el Consejo de Seguridad Nuclear podrá 
suspender temporalmente o revocar las licencias que 
éste hubiera expedido a aquellos trabajadores que no 
cumplan el deber de informar de las deficiencias detec-
tadas.

5.  En el ámbito de la Administración del Estado, 
la competencia para la iniciación e instrucción de los 
expedientes sancionadores previstos en este capítulo 
corresponderá a los órganos y unidades que integran la 
Dirección General de Política Energética y Minas.

6.  En el ámbito de la Administración del Estado, 
las sanciones por infracciones muy graves cometidas 
por titulares de instalaciones nucleares o radiactivas de 
primera categoría serán impuestas por el Consejo de 
Ministros, las graves por el Ministro de Industria, 
Turismo y Comercio, y las leves por el Director Gene-
ral de Política Energética y Minas.

Cuando se trate de sanciones por infracciones muy 
graves cometidas por los titulares de instalaciones 
radiactivas de segunda y tercera categoría y restantes 
actividades reguladas por esta Ley o sus normas de 
desarrollo, serán impuestas por el Ministro de Indus-
tria, Turismo y Comercio, y por el Director General de 
Política Energética y Minas en los supuestos de infrac-
ciones graves y leves.

7.  En el ámbito de las Comunidades Autónomas 
se estará a lo previsto en su propia normativa.

8.  El Gobierno, mediante Real Decreto, podrá 
actualizar la cuantía de las multas establecidas en esta 
Ley, de acuerdo con las variaciones que experimente el 
índice de precios al consumo.

9.  En materia de transporte de materiales radiacti-
vos será de aplicación el presente cuadro sancionador 
en aquellos aspectos específicamente regulados por 
esta Ley o sus normas de desarrollo, sin perjuicio de las 
infracciones y sanciones establecidas en la legislación 
básica sobre ordenación del transporte.

Artículo 92.  Medidas cautelares.

El órgano competente para imponer la sanción podrá 
acordar, a propuesta del Consejo de Seguridad Nuclear, 
entre otras, las siguientes medidas provisionales:

a)  Medidas de corrección, seguridad o control que 
impidan la continuidad en la infracción o en la produc-
ción del riesgo o daño.

b)  Precintado de aparatos o equipos.
c)  Incautación de materiales o equipos.
d)  Suspensión temporal, parcial o total del funcio-

namiento de las instalaciones o de la ejecución de las 
actividades.

Las medidas señaladas en el apartado anterior 
podrán ser acordadas antes de la iniciación del procedi-
miento administrativo sancionador o durante el mismo, 
en las condiciones establecidas en los artículos 72 
y 136 de la Ley 30/1992, sobre Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Artículo 93.  Prescripción.

1.  Las infracciones y sanciones previstas en este 
capítulo prescribirán:

a)  Las infracciones muy graves, a los cinco años, 
las graves a los tres años y las leves al año.

b)  Las sanciones impuestas por faltas muy graves 
a los cinco años, las impuestas por faltas graves a los 
tres años y las impuestas por faltas leves al año.

2.  El plazo de prescripción de las infracciones 
comenzará a contarse desde el día en que la infracción 
se hubiera cometido. En las infracciones derivadas de 
una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo 
será la de finalización de la actividad, la del último acto 
en el que la infracción se consume o en el momento en 
que se detecte por la Administración competente la 
existencia de la infracción.

Interrumpirá la prescripción la iniciación del pro-
cedimiento sancionador, con el conocimiento del inte-
resado, reanudándose el plazo de prescripción si el 
expediente sancionador estuviera paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable.

3.  El tiempo de prescripción de las sanciones 
comenzará a contarse desde la fecha en que la resolu-
ción sancionadora sea firme, interrumpiéndose la pres-
cripción por la iniciación, con el conocimiento del 
interesado, del procedimiento correspondiente.»
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